
Documento Especial 

Informe del Grupo Conjunto 
para la investigación de grupos armados ilegales 

con motivación política en El Salvador 
(El Salvador, 28 de julio de 1994) 

Primera parte 

In memoriam 

Al Dr. José Leandro Echeverría con quien 
iniciamos este esfuerzo conjunto y quien 
falleciera en el proceso de elaboración de este 
informe. 

l. Introducción 

l. Marco general de la formación y acción del 
Grupo Conjunto 

A. Antecedentes y recomendaciones anteriores 
a la formación del Grupo Conjunto 

a. Acuerdos de paz 

El proceso de paz en El Salvador no solamente 
buscaba la finali:zación del conflicto annado. Con 
los acuerdos, el gobierno y el Frente Farabundo 
Martí para la Liberación Nacional (FMLN) 
establecieron las bases para la democrati:zación del 

país, la reconciliación social y la modemi:zación 
del Estado. 

Para desarrollar estos propósitos, los acuerdos 
previeron una serie de reformas en las institucio­
nes políticas, administrativas y jurídicas del Esta­
do. A la vez, crearon instancias nacionales de ca­
rácter temporal destinadas al cumplimiento de las 
obligaciones derivadas del proceso de pacificación. 

En este contexto surgió la Comisión Nacional 
para la Consolidación de la Paz (COPAZ), como 
órgano nacional para la supervisión del cumpli­
miento de los acuerdos de paz, conformada por 
representantes de la totalidad de las fuef7.3S polí­
ticas del país. 

Asimismo, se creó una Comisión ad hoc en­
cargada de la depuración de la Fuerza Armada. Su 
trabajo consistió, fundamentalmente, en una eva­
luación sobre la conducta de los miembros de la 
Fuerza Armada durante el conflicto y en la iden-
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tificación de aquellos que fueron responsables de 
violaciones a los derechos humanos. En el mismo 
sentido, la referida Comisión debió sentar las ba­
ses para la redefinición de la doctrina de la Fuerza 
Armada, en el marco del Estado de derecho y del 
sistema democrático. 

Por otro lado, los acuerdos de paz establecie­
ron la presencia de la comunidad internacional para 
la verificación de las obligaciones contraídas por 
las partes. Con ese fin se instaló la Misión de Ob­
servadores de las Naciones Unidas en El Salvador. 

De igual fonna, se confonnó una comisión en­
cargada de investigar las graves violaciones a los 
derechos humanos ocurridas en el país a partir de 
1980. 

b. La Comisión de la verdad 

La Comisión de la verdad se integró por tres 
personas designadas por el Secretario General de 
las Naciones Unidas, oída la opinión de las partes, 
en conf onnidad con lo establecido por los acuerdos 
de México. Su mandato fue contribuir al esclareci­
miento de las violaciones a los derechos humanos 
que convulsionaron a la sociedad salvadorena du­
rante el conflicto annado. 

La Comisión, que trabajó durante un período 
de seis meses, entregó su infonne público al g<r 
biemo de El Salvador, al FMLN y al Secretario 
General de las Naciones Unidas. Las recomenda­
ciones incluidas en el infonne, según lo previsto, 
son de obligatorio cumplimiento para las partes. 

En el infonne final la Comisión de la verdad 
incluyó un capítulo acerca de los escuadrones de 
la muerte, en el que expresa que recibió un consi­
derable número de denuncias sobre hechos de vi<r 
lencia perpetrados por grupos de esa naturaleza, 
entre los que se cuentan amenazas, torturas, secues­
tros, desapariciones forzadas y ejecuciones arbitra­
rias, ocurridas entre 1980 y 1992. 

La Comisión de la verdad expresó las dificul­
tades que, por falta de tiempo, enfrentó para esta­
blecer los eventuales vínculos entre diversos sec­
tores sociales y los escuadrones de la muerte. No 
obstante, reiteró la participación de miembros de 
la Fuerza Armada y de funcionarios civiles del Es­
tado en el funcionamiento de los escuadrones de la 
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muerte. Asimismo, llamó la atención acerca del 
peligro que podría representar el hecho que ex 
miembros de la defensa civil continúen armados 
en áreas rurales, así como de la utilización ilegal 
de los servicios de inteligencia de las fuerzas de 
seguridad y de la Fuerza Armada. 

La deficiente actuación del sistema judicial 
fomentó la impunidad de los miembros y prom<r 
tores de los escuadrones de la muerte en El Sal­
vador. Las conclusiones del infonne senalan el 
peligro de una eventual conexión entre los escua­
drones de la muerte y la delincuencia organizada. 

Finalmente, el infonne de la Comisión de la 
verdad recomienda la realización de una inves­
tigación especial de los escuadrones de la muerte 
por parte de las instituciones nacionales con la 
colaboración y asistencia de instancias extranjeras. 

B. Resurgimiento de la violencia en 1993 

Sucesivos hechos de violencia ocurridos 
durante el segundo semestre de 1993 alteraron el 
creciente clima de paz que se estaba viviendo en 
el país a partir de la firma de los acuerdos. 

Los asesinatos de dirigentes políticos del 
FMLN y de ARENA alertaron acerca de la posible 
reactivación de los denominados "escuadrones de 
la muerte", y pusieron en evidencia la fragilidad de 
la estabilidad del proceso de paz y la necesidad de 
controlar la violencia. 

Al respecto, el director de la división de de­
rechos humanos de ONUSAL, que venía advir­
tiendo en sus informes al Secretario General sobre 
el incremento de las ejecuciones arbitrarias y la 
presencia de grupos armados ilegales, sei\aló que 
durante los últimos meses de 1993 la situación de 
los derechos humanos sufrió un grave deterioro. 
La Procuraduría para la Defensa de los Derechos 
Humanos, en su tercer infonne a la nación, el 1 de 
octubre de 1993, había senalado el problema de la 
violencia en el ámbito político, proponiendo la 
creación de una comisión para investigar esta 
temática. 

Ante esta situación, el gobierno de El Salvador 
creó un Grupo Interinsútucional, donde se integra­
ron los organismos estatales con competencia para 
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la investigación de hechos delictivos, y cuyo 
objeto era profundizar las indagaciones respecto a 
los atentados contra dirigentes políticos de primera 
línea. El trabajo de dicho grupo no dio los re­
sultados esperados por el gobierno. 

En carta dirigida al consejo de seguridad por el 
Secretario General de Naciones Unidas con fecha 3 
de noviembre de 1993 (S/26689) dio cuenta que "el 
director de la división de derechos humanos sei'la­
ló... que las violaciones de los derechos humanos 
con motivación política se habían vuelto más di­
rectas". Recordó, asimismo, que el propio Secretario 
General en su informe sobre las recomendaciones de 
la Comisión de la verdad (S/26581 del 14 de oc­
tubre de 1993) había expresado su preocupación que 
existieran grupos armados ilegales "cuyos métodos 
parecían repetir las pautas de conducta que habían 
imperado anteriormente" (parr. 32). 

Con base en las reflexiones antes sintetizadas, 
el Secretario General comunica al Consejo de 
Seguridad que había decidido " ... encomendar al 
director de la división de derechos Humanos de la 
ONUSAL que, con la asistencia suplementaria de 
expertos que sea necesaria, trabaje en cooperación 
con los interesados para ayudar al gobierno a 
aplicar la recomendación de la Comisión de la 
verdad que se realice inmediatamente una investi­
gación a fondo sobre los grupos armados privados. 
Aunque incumbe al gobierno la responsabilidad de 
aplicar esa recomendación, considero que el 
procurador para la defensa de los derechos huma­
nos también podría desempei\ar un papel impor­
tante, en el marco de sus responsabilidades dima­
nantes de la constitución". 

En un informe posterior al Consejo de Seguri­
dad, con fecha 23 de noviembre de 1993 (S/ 
26790), el Secretario General reiteró la necesidad 
de impulsar la investigación antes mencionada. 
Puso de manifiesto, asimismo, que hasta el 20 de 
noviembre aún no se habían convenido con el go­
bierno las disposiciones necesarias aunque anotó 
que se había avanzado en el logro de un acuerdo1

• 

2. Integración y mandato del Grupo Conjunto 
para investigar a los grupos armados ilega­
les con motivación política 

A. Formación y mandato del Grupo Conjunto 

Considerando las recomendaciones hechas por la 
Comisión de la verdad, el resurgimiento de la 
violencia durante el afio 1993 y el consenso de las 
partes firmantes del Acuerdo de paz, con la me­
diación de Naciones Unidas se llegó a un acuerdo 
sobre la creación del Grupo Conjunto, con el 
objetivo de ayudar al gobierno de El Salvador a 
descubrir la existencia de los grupos armados 
ilegales con motivación política, que desde la firma 
de los acuerdos de paz, el 16 de enero de 1992, 
estaban poniendo en peligro el proceso de paz. 

Los principios para el establecimiento del 
Grupo Conjunto senalan que éste "tendrá una 
identidad institucional propia y su propósito será 
ayudar al gobierno de El Salvador a aplicar la 
recomendación de la Comisión de la verdad en el 
sentido que se emprenda una investigación a 
fondo de grupos armados ilegales. A este respecto, 
se entenderá por grupos armados ilegales el 
fenómeno descrito en las recomendaciones del 

1. El Secretario General se refería a los resultados obtenidos por la misión dirigida por Marrack Goulding, Se­
cretario General Adjunto, presente en El Salvador, del 8 al 15 de noviembre de 1993. Goulding mantuvo amplias 
consultas con todos los interesados y se logró un progreso considerable con miras a un acuerdo sobre los 
principios para el establecimiento de un Grupo Conjunto para la investigaq6n de grupos armados ilegales con 
motivación política. Dentro de esas consultas oficializó la propuesta al Procurador para la Defensa de los 
Derechos Humanos, a los efectos que se integrara el referido Grupo Conj\Dlto. Este, después de solicitar la 
opinión de sectores políticos y sociales, aceptó participar en este grupo, en aras de prevenir violaciones a los 
derechos húmanos. En consultas ulteriores se convino en que los miembros del Grupo ConjlDlto serían dos 
representantes independientes del gobierno de El Salvador designados por el presidente de la república, el 
Procurador para la Defensa de los Derechos Humanos y el director de la División de Derechos Humanos de 
ONUSAL. 
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informe de la Comisión de la verdad'72
• 

El Grupo Conjunlo sería compuesLO por el pro­
curador para la defensa de los derechos humanos, 
un representanle del Secretario General de Na­
ciones Unidas y dos representanLes del gobierno 
de El Salvador. 

Una vez acordados los principios bajo los 
cuales acluaría el Grupo Conjunlo3, con fecha 8 
diciembre de 1993, se procedió a su constilución. 

El Grupo Conjunto se consLituyó con las 
siguientes facultades: 

(a) Organizar, dirigir y supervisar a un equipo de 
investigación técnico integrado por profesionales 
nacionales y extranjeros de probada competencia, 
imparcialidad y rcspeLO a los derechos humanos; 

(b) Presentar al presidente de la república y al 
Secretario General de Naciones Unidas un informe 
con conclusiones y recomendaciones que incluirá 
los informes que haya recibido del equipo técnico. 
El informe del Grupo Conjunlo será público•. 

Los principios acordados para su estableci­
miento senalan que el Grupo Conjunto y el equipo 
técnico no tendrán funciones jurisdiccionales y 
operarán dentro de una marco de (a) autonomía; 
(b) imparcialidad y apoliticidad y (c) confidencia­
lidad, excepto en los casos en que se descubran los 
criminales individuales o de estructuras que deban 
ser investigados inmediatamente por la Fiscalía 
General de la República, caso en el que los pondrá 
en conocimienLO del fiscal general para que pro­
ceda a adelantar la investigación respectiva5• 

El Grupo ConjunLO fue integrado por las si­
guientes personas: 

(a) Dos representantes del gobierno de El 
Salvador, nombrados por el presidente de la re­
pública, designación que recayó en los doctores 
José Leandro Eclll!verríá' y Juan Jerónimo Casti-

2. /bid. 

llo, abogados en ejercicio. Dichas designaciones 
contaron además con la aprobación del procurador 
para la defensa de los derechos humanos. 

(b) El procurador para la defensa de los dere­
chos humanos, doctor Carlos Mauricio Molina 
Fonseca, quien por las propias responsabilidades y 
atribuciones que le devienen del texlO constitucio­
nal, debía pertenecer al Grupo. 

(c) El director de la División de Derechos Hu­
manos de ONUSAL, docLOr Diego Garda Sayán, 
en representación personal del Secretario General. 

B. Naturaleza, alcances y limitaciones de la 
investigación del Grupo Conjunto 

1. Conforme al mandaLO del Grupo ConjunLO, 
el fenómeno a investigar es el de los grupos 
armados ilegales en los términos que el informe de 
la Comisión de la verdad los define. La investiga­
ción cubrirá la actividad de tales grupos a partir 
del 16 de enero de 1992. 

2. En la sección del informe titulada "El patrón 
de los escuadrones de la muerte", la Comisión se­
nata que se "trata de la organiz.ación de grupos de 
personas usualmente vestidas de civil, fuertemente 
armadas que, actuaban clandestinamente, y oculta­
ban su afiliación o identidad. .. " y ai\ade que "los 
escuadrones, ligados a estructuras estatales por 
participación activa o por LOlerancia, alcanzaron un 
control de tal naturaleza que sobrepasó los límites 
de fenómeno aislado o marginal para convertirse en 
instrumenLO de terror y de práctica sistemática de 
eliminación f'ISica de oposiLOres políticos''l. 

3. En las conclusiones de la referida sección, la 
Comisión de la verdad seftala una serie de aspec­
tos del fenómeno, que constituyen elemenLOs de 
juicio que, por su carácter prospectivo, debeóan 
fonnar parte del marco de referencia de la inves­
tigación: 

3. "Principios para el establecimiento de un grupo conj\Dlto para la investigación de grupos urnados ilegales con 
motivación polícica''. Texto de los principios en el Anexo l. 

4. /bid. 
5. /bid. 
6. El Dr. José Leandro Echevenía falleció el 11 de julio de 1994, estando vigente el mandato del Grupo ConjlDlto. 
7. "Informe de la Comisión de la verdad", p. 139. 
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(a) La vinculación de miembros de la Fuerza 
Armada y/o funcionarios civiles con las activida­
des de los escuadrones. 

(b) La existencia de una conexión estructural 
entre los escuadrones y determinados organismos 
del Estado, y la llamada de atención en el sentido 
"que hay duda y preocupación, en particular por el 
hecho que centenares de ex miembros de la 
defensa civil quedan armados en el campo". 

(c) La participación de los servicios de 
inteligencia en las actividades de los escuadrones: 
"Una investigación debe llevar tanto a un sanea­
miento institucional del servicio de inteligencia 
como a la identificación de los responsables ... ". 

( d) La necesidad de "aclarar la relación entre 
miembros de la empresa privada y algunas fami­
lias adineradas, con el financiamiento y uso de los 
escuadrones". 

(e) El hecho que "por razones de su estructura 
organizativa y la posesión de armas, existe el 
grave peligro que los escuadrones de la muerte 
puedan incurrir, como se ha comprobado en algu­
nos casos, en actividades ilegales como narcotrá­
fico, el tráfico de armas y secuestros extorsivos"'. 

4. Asimismo, en sus recomendaciones, la 
Comisión expresó que "entre los instrumentos más 
atroces de la violencia que conmovió al país du­
rante los últimos años, estuvo la acción de grupos 
armados particulares que actuaron con toda impu­
nidad. Es necesario adoptar todas las medidas que 
sean precisas para el desmantelamiento de los mis­
mos. A la luz de la historia del país, en este campo 
la prevención es imperativa"9. 

5. En esa perspectiva, la investigación del 
Grupo Conjunto se ha centrado en los grupos ar­
mados particulares con características de escua­
drones de la muerte. Sin embargo, en los últimos 
meses y como consecuencia de diversos y com­
plejos factores derivados de la finalización del 
conflicto, han emergido también grupos armados 
que no pueden asimilarse a los escuadrones de la 
muerte, pero que ciertamente significan un peligro 

8. /bid., p. 144. 
9. /bid., p. 192. 
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para la estabilidad del país y la vigencia de los 
derechos humanos. La investigación se ha referido 
también a estos grupos, cuya actuación afecta la 
seguridad pública y cuya estructura y modalidades 
de operación fácilmente podrían orientarse a acti­
vidades criminales con objetivos políticos. 

C. Duración y áreas de investigación 

De manera coherente con el marco de referen­
cia de la investigación, ésta abarcó en forma 
interrelacionada las siguientes áreas: 

1. Antecedentes: investigación documental y 
recepción de testimonios sobre hechos del pasado, 
anteriores a la fecha bajo mandato del Grupo Con­
junto. 

2. Investigación de los grupos ilegales 
existentes. 

3. Investigación de casos de violaciones a los 
derechos humanos verificados que presentan 
indicios, hechos o evidencias de motivación po­
lítica o de modalidades del crimen propias de los 
escuadrones de la muerte. Además de la investi­
gación directa de casos seleccionados, se trabajó 
con un muestreo de casos verificados por la Pro­
curaduría para la Defensa de los Derechos Huma­
nos y por ONUSAL. 

4. Investigación de las estructuras institucio­
nales del Estado y su eventual vinculación con 
actividades de grupos armados particulares. 

Para efectuar su trabajo, el Grupo Conjunto 
contó con la cooperación financiera de la comu­
nidad internacional, por intermedio de Naciones 
Unidas, lo que permitió disponer de un equipo 
técnico integrado por investigadores policiales y 
de derechos hwnanos, analistas, asesores de los 
miembros del Grupo Conjunto y personal de 
apoyo a la gestión administrativa. El personal está 
coordinado por el secretario ejecutivo, como 
enlace entre los miembros del Grupo Conjunto y 
el equipo técnico. 

El Grupo Conjunto instaló sus oficinas el 1 de 

861 

Digitalizado por Biblioteca "P. Florentino Idoate, S.J." 
Universidad Centroamericana "José Simeón Cañas"



febrero de 1994, luego de un esfueno que incluyó 
la obtención de fondos, la selección del personal y 
la instalación física con los insumos necesarios 
para el buen desarrollo de la labor. El 31 de mayo 
de 1994, fecha prevista para la finalización de las 
labores del Grupo Conjunto, el gobierno de El 
Salvador y el Secretario General de las Naciones 
Unidas extendieron el mandato del Grupo 
Conjunto hasta el 31 de julio de 1994. 

3. Metodología para la investigación de los 
grupos armados ilegales con motivación 
política 

1. El Grupo Conjunto, integrado el 8 de 
diciembre de 1993, inició sus labores de gestión, 
análisis y planificación el mismo día de su ins­
talación, integrándose progresivamente el equipo 
técnico a partir del 1 de febrero de 1994. 

En el transcurso del trabajo, el Grupo Conjunto 
y el secretario ejecutivo han recibido información 
pormenorizada del desarrollo de las investiga­
ciones realizadas por el equipo técnico. Toda la 
información y el progreso de las investigaciones 
ha sido tratada bajo estricta confidencialidad. 

2. Se realizaron llamados a la población a 
través de los medios masivos de comunicación y a 
las instituciones nacionales e internacionales de 
aportar información sobre la posible existencia de 
grupos armados ilegales con motivación política. 
Se hizo conciencia en la población que la infor­
mación brindada es un aporte importante en el 
proceso de paz y se subrayó la confidencialidad de 
toda la información. Toda la información recibida 
fue analizada, clasificada y procesada en el banco 
de datos del proyecto. 

3. Para abordar el problema planteado, y a efec­
tos de organización interna del equipo ejecutivo del 
Grupo Conjunto para la investigación de grupos 
armados ilegales con motivación política, se 
definieron las cuatro siguientes áreas de trabajo. 

A. Antecedentes 

En este apartado se elaboró una síntesis sobre 
lo que durante la etapa del conflicto bélico salva­
doreno se denominó los "escuadrones de la muerte", 
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así como de otros grupos armados ilegales. El 
objetivo fue establecer los marcos operativos, 
lineamentos ideológicos, origen de su financia­
miento, estructuración y áreas de actuación. El 
estudio de los antecedentes fue también un vehículo 
para analizar la posible sobrevivencia de esos 
grupos y las modificaciones en su estructura 
original, a partir de la firma de los acuerdos de paz. 

B. Grupos armados ilegales existentes en la 
actualidad 

Las recomendaciones de la Comisión de la 
verdad y el clima de violencia política creciente en 
los meses inmediatamente anteriores a la forma­
ción del Grupo Conjunto dieron fuerza a la hi­
pótesis de la existencia en la actualidad de los 
grupos ilegales armados con motivación política. 

C. Muestreo de casos sobre violaciones a los 
Derechos Humanos verificados por la Pro­
curaduría para la Derensa de los Derechos 
Humanos y por ONUSAL 

Se analizaron los casos verificados por las dos 
referidas instituciones en los que además de 
haberse demostrado la existencia de una violación 
a los derechos humanos, se identificó la exist.cncia 
de grupos organizados y armados que operan en la 
ilegalidad y cuyas acciones tienen motivaciones o 
graves repercusiones políticas. 

D. Investigación de las estructuras institucio­
nales del Estado y su posible vinculación con 
actividades de los grupos amados ilegales 

Se analizaron casos y situaciones de violacio­
nes a los derechos humanos y de posibles acciones 
de grupos ilegales armados en las que el Estado 
pudo haber tenido responsabilidad, haya ésta sido 
por acción o por omisión, en actividades ilegales 
de funcionarios en ejercicio de su investidura, o 
bien abusando de la misma. 

11. Antecedentes 

Resulta imprescindible detenerse en el análisis 
de los anLccedentes de la actuación de los grupos 
ilegales armados con motivación política en el 
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país para lograr una correcta aproximación al 
fenómeno. 

Es evidente que para la sociedad salvadorefta 
la existencia de grupos de esta naturaleza no es un 
tema nuevo. Su sola mención ha generado, y aún 
hoy genera, una sensación de inseguridad, temor y 
desconfianza que deben ser erradicados definitiva­
mente para que pueda consolidarse el proceso de 
paz e instalarse un clima de convivencia demo­
crática. Se trata, pues, de un punto neurálgico den­
tro de la estructura social, que exige ser al fin 
exorcizado, a través de los mecanismos idóneos 
que permitan desterrar la recurrencia a métodos 
violentos para procesar diferencias políticas. 

Teniendo en cuenta las informaciones que el 
Grupo Conjunto ha recibido de diferentes fuentes, 
puede concluirse que existen indicios serios que 
involucran actualmente en acciones de violencia 
política a personas que han sido seftaladas ante­
riormente como miembros operativos, organiza­
dores o financiadores de los denominados "escua­
drones de la muerte" en el pasado. La gravedad de 
esta constatación exige una extrema prudencia en 
el manejo de esas informaciones, ya que el Grupo 
Conjunto estima que los datos en su poder no 
tienen, por el momento, la fuerza de una evidencia 
plena que permita individualizar responsabi­
lidades. 

No obstante, con base en una visión global de 
las informaciones que se han recogido dentro de 
las diferentes áreas en que el Grupo desarrolló su 
trabajo de investigación, pueden plantearse 
razonablemente una serie de interrogantes sobre 
hechos del presente, que justifican, una vez más, 
la necesidad de considerar las informaciones sobre 
la actuación de estas estructuras ilegales con 
anterioridad a la firma de los acuerdos de paz. 

Necesariamente se debe conocer el proceso de 
evolución que han desarrollado los grupos ilegales 
que se investigan, paralelamente a los cambios en 
las condiciones políticas imperantes en el país. No 
se pretende elaborar una "historia de los escua­
drones de la muerte", sino centrar la atención en la 
trayectoria de estas estructuras y en su capacidad 
operacional con proyección a la actualidad. El 
Grupo Conjunto realizó sus investigaciones en 

DOCUMENTO F.SPECIAL 

base al trabajo de la Comisión de la verdad, la 
documentación recientemente desclasificada por el 
gobierno de Estados Unidos y diversas fuentes de 
carácter confidencial. 

Con fundamento en esta información, el Grupo 
Conjunto expresa su convicción que las activi­
dades de estos grupos ilegales fueron dirigidas 
política, económica y operativamente a partir del 
ano 1979 por un poderoso grupo de civiles y mi­
litares que establecieron el marco ideológico y la 
agenda de la "guerra sucia". Alegando razones de 
tipo ideológico, este grupo actuó clandesti­
namente, abarcando en sus operaciones asesinatos, 
sabotajes, secuestros, intentos de golpes de Estado 
y otras actividades criminales. 

l. Síntesis de las informaciones anali7.adas por 
el Grupo Conjunto 

1.1. Introducción 

El objetivo específico del trabajo desarrollado 
sobre los antecedentes de los grupos armados 
ilegales con motivación política es el de establecer 
los marcos operativos, los lineamentos ideológicos y 
políticos, el financiamiento, la estructuración y las 
áreas de actuación de estos grupos durante los 
últimos años del conflicto, etapa anterior al período 
que está bajo el mandato del Grupo Conjunto. 

Dentro del universo de fuentes manejado, se 
destaca la recepción de testimonios confidenciales 
en El Salvador y en Estados Unidos, así como el 
examen de los documentos desclasificados por el 
gobierno de Estados Unidos, en noviembre de 
1993, que incluyen informes de la CIA, del 
Departamento del Estado y del Departamento de 
Defensa, relacionados a casos investigados por la 
Comisión de la verdad. Estos materiales cubren el 
período que corre entre 1979 y 1992. 

Respecto a los "documentos desclasificados", 
es amplia la información relacionada con las es­
tructuras y operaciones de los llamados "escua­
drones de la muerte" durante la década de los 80 y 
hasta 1991. El Grupo Conjunto, no obstante, en­
tiende que no puede darse a esta documentación el 
valor de prueba suficiente o evidencia plena, en la 
medida que la misma se basa, en muchas ocasier 
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nes, en informaciones que no constituyen un 
soporte necesario como para permitir la emisión 
de juicios categóricos. 

1.2. Reseña de algunos aspectos de la actuación 
de grupos armados ilegales con motivación 
política en El Salvador 

Pueden encontrarse las raíces y el desarrollo de 
los grupos armados ilegales con fines políticos en 
el país en el conflicto social histórico de las úl­
timas décadas, especialmente a partir de la década 
de los 30. 

En su informe, la Comisión de la verdad situó 
incluso antes en el tiempo los orígenes de los lla­
mados "escuadrones de la muerte" al hacer alusión 
a "una larga historia de violencia perpetrada por 
grupos que no son del Estado, ni de criminales 
ordinarios"1º. Agregó esta Comisión que "la vio­
lencia ha formado parte de la práctica del poder 
oficial, directamente orientado por funcionarios 
del Estado"11 y que las causas de ese fenómeno de 
los "escuadrones de la muerte" eran bien profun­
das; "en los últimos 150 años, varias insurreccier 
nes de campesinos e indígenas fueron reprimidas 
violentamente por el Estado y por grupos civiles 

10. lbid., Capítulo IV, Sección D. 
11. lbid. 
12. lbid. 

armados por terratenientes"12
• 

Después del aplastamiento de una rebelión 
campesina en 1932, grupos de terratenientes cer 
menzaron a organizarse para defender sus intere­
ses. La denominada "guardia cívica" fue estruc­
turada y financiada por grandes propietarios de 
tierras para recoger información y controlar a los 
campesinos bajo una estructura paramilitar13• 

En los años 60, dentro de la Guardia Nacional, 
se formaron las estructuras vinculadas o enclavadas 
en instituciones del Estado y posteriormente 
asociadas a los "escuadrones de la muerte", en la 
década de los 80. De esta forma surgieron: la Orga­
nización Democrática Nacionalista (ORDEN)1'', y la 
Agencia de Seguridad Salvadorena (ANSESAL)15

• 

Sobre los organismos ORDEN y ANSESAL, 
la Comisión de la verdad seffala que: "sirvieron 
para consolidar una época de hegemonía militar en 
El Salvador, sembrando en forma selectiva el 
terror contra supuestos subversivos identificados 
por los servicios de inteligencia". La Comisión de 
la verdad concluyó al respecto: "se consolidó así 
la dominación del ejército sobre la sociedad civil a 
través de la represión para mantener el control de 
la sociedad"16

• 

13. C/A, "El Salvador: Controlling Right Wing Terrorism". Febrero de 1985. 
14. ORDEN realizó principalmente un servicio de inteligencia, con recolección de información, con presencia en 

cada municipio, cantón y comunidad, señalando y tomando acción contra los enemigos del régimen. fueran éstos 
reales o simplemente sospechosos. Sus miembros actuaban en estrecha relación con las fuerzas de seguridad. 
Esta organización fue disuelta oficialmente por la Junta Revolucionaria de Gobierno en 1979. Muchos de sus 
miembros fueron incorporados en nuevas organizaciones con objetivos similares. En un análisis de informacio­
nes provenientes de actividades de inteligencia, la C/A comentó esta realidad: "ORDEN, disuelta en 1979, 
permanece generalmente intacta, con muchos de sus ex miembros ahora dentro del Servicio Territorial y las 
defensas civiles ... milicias dirigidas por la Fuerza Armada que dan seguridad local en áreas rurales e inteligencia 
táctica a los militares". 

15. Por su parte, ANSESAL, institución sucesora de la Agencia Salvadoreña de Inteligencia, funcionó como el 
centro de información política sobre individuos y organizaciones sospechosas de ser subversivas. Era el centro 
de análisis y procesamiento de la información. La agencia fue también disuelta por la Junta Revolucionaria de 
Gobierno en 1979. No se sabe todavía con exactitud y públicamente lo que ocurrió con sus archivos y destino de 
éstos, lo que ha sido motivo de preocupación de distintos organismos y personalidades. 

16. "Informe de la Comisión de la verdad", Capítulo IV, Sección D. 
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1.3. Financiamiento 

Las actividades de los llamados "escuadrones 
de la muerte" alcanzaron sus niveles más altos 
después del golpe de Estado de 1979. Dmante los 
aflos siguientes, sus operaciones mostraron un 
dramático ascenso. En 1982, por ejemplo, cada día 
se encontraban en las calles cadáveres con sus de­
dos atados atrás. 

Numerosas personas dentro y fuera de los 
cuerpos de seguridad dirigieron y llevaron a cabo 
las operaciones de los "escuadrones de la muerte". 

Según la documentación estudiada por el Gru­
po Conjunto, la actividad de los "escuadrones de 
la muerte" parece haberse financiado desde 1979 
mediante diversos mecanismos: oficinas de segu­
ridad del gobierno; secuestros extorsivos y aportes 
de miembros adinerados de la oligarquía dentro y 
fuera del país. El financiamiento y apoyo para las 
actividades de los "escuadrones de la muerte", 
provino de "miembros adinerados de la oligarquía 
salvadorefla residiendo en Miami o Guatemala"17

• 

Se seflala, además, que estas estructuras ''tuvieron 
apoyo de personas derechistas de Argentina, 
Venezuela, México y otros países de América La­
tina, mí como de organiz.aciones como la Liga Anti­
comunista Mwidial"11. 

El Grupo Conjunto recibió informaciones 
respecto a que miembros de los escuadrones fueron 
entrenados en Guatemala y Costa Rica y que hasta 
25 miembros fueron enviados a Venezuela a me­
diados de 1982 para recibir entrenamiento especial. 

Según información de inteligencia de la CIA. 
casi todo el financiamiento para estas actividades 
ilegales vino del exterior. Un informe hizo refe-

17. CIA. 4 de 11U11ZO de 1981. 
18. Sta1e Department, S de enero de 1981. 
19. CIA. 4 de marzo de 1981. 

rencia a que el apoyo económico provenía de 
"miembros de la élite de la extrema derecha, la 
mayoría viviendo en Guatemala y los Estados 
Unidos"1

'. 

Fuentes extensamente citadas en la misma do­
cwnentación desclasificada indicaron incluso que 
seis adinerados salvadoreflos que vivían en Miam1, 
quienes financiaban a los escuadrones de la 
muerte en El Salvador, podrían haber ordenado las 
muertes de un dirigente laboral salvadoreflo y dos 
estadounidenses representantes de AFL-C/O 
asesinados en enero de 198120

• 

1.4. Organización 

Describir el aspecto organizativo del fenómeno 
de los grupos armados ilegales con motivación 
política no es tarea fácil, pues se puede caer en 
simplificaciones que distorsionan la realidad. Sin 
embargo, de la documentación desclasificada que 
ha sido analizada por el Grupo Conjunto se pue­
den extraer algunos elementos objetivos. 

Piezas de docwnentación seflalan que los "es­
cuadrones de la muerte" raramente tuvieron más 
de veinte miembros en cada grupo y que general­
mente operaban en grupos de diez o menos per­
sonas. La membresía activa de las estructuras os­
ciló entre cien y doscientas personas en distintos 
momentos del período estudiado. 

Esencialmente los "escuadrones" no eran per­
manentes; la mayoría de los miembros tuvieron 
otras profesiones u oficios a tiempo completo y 
solamente se juntaban para planificar y ejecutar 
acciones terroristas. La membresía dentro de sus 
filas y rangos fue fluida y a veces intercambiante, 

20. F.n esta documentación fueron calificados como "ex terratenientes enormemente adinerados, que perdieron 
grandes fmcu dmante la fase I de la reforma agraria, pero que todavía mantenían importantes propiedades a 
nomme de sus sobrinos, primos, nieros, etc., que podrían haber sido confiscadas en la fase Il de la reforma 
agraria". Según las mismas fuentes, estas personas también tuvieron "bienes líquidos e inversiones en el 
exlranjero, los que combinados podrían haber sido de dos hasta quinien!Os millones de d6lares." Indicaron que 
"ellos siempre han tenido el poder decisivo en este país y no pueden creer que su día ha terminado". Sus tácticas 
fueron simples: cooptar gente inteligente de la clase media, sobornar a 1Dta parte del liderazgo militar, asesinar a 
cualquiera que les estuviese causando demasiados problemas" (cable de la embajada de &tados Unidos, 6 de 
enerodel981). 
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pero la dirigencia fue más permanenLe. Los líderes 
de un grupo probablemente conocían a los líderes 
de otros grupos y a veces realizaban operaciones 
conjuntas. Pero, en general, la información sobre 
la membresía fue secreta y cualquier persona que 
traicionara la confianza de un determinado grupo 
o de sus superiores podía ser ejecutada. 

El estudio del patrón de los escuadrones a 
partir de la documentación desclasificada indica 
que una parte importante de sus operaciones im­
plicó la tortura de gente capturada para extraer in­
formación antes de asesinarlos. Otra característica 
común fue el uso de "casas de seguridad", donde 
llevaban a las víctimas para interrogatorios, tortura 
y muerte, y donde se planificaban actividades y 
almacenaban armas. 

1.5. Tipología 

La información obtenida y analizada por el 
Grupo Conjunto permite identificar grupos 
integrados principalmente por civiles y otros que 
actuaban desde la esfera militar y los cuerpos de 
seguridad. 

a. Grupos civiles 

El dato histórico más concreto de esa categoría 
se encuentra en el resultado del operativo que el 8 
de mayo de 1980 desembocó en la captura de un 
grupo de civiles y militares en la finca San Luis, 
acusados de participar en un plan para desesta­
bilii.ar al país con un golpe de Estado. En el mo­
mento de las capturas fueron confiscados docu­
mentos que constituyen la evidencia del complot. 
Asimismo, se encontró una lista de aparentes 
contactos en unidades de la Fuerza Armada. Miem­
bros de este grupo habrían planificado y ejecutado 
el asesinato de Mons. Osear Amulfo Romero, el 
24 de marzo de 198021• 

El núcleo aludido conformó una organización 

21. CIA. mayo de 1990, "Arrest of rightist coup plotters". 
22. CIA, 2 de mllIZO·de 1984. 

política scmiclandestina, el Frente Amplio Na­
cional (F AN), donde tiene su origen el autodeno­
minado "Ejército Secreto Anticomunista" (ESA)22, 

escuadrón que realizó una amplia actividad en la 
dé.cada de los 80. Este grupo paramilitar participó 
en asesinatos, secuestros, tortura e intimidación 
política. Sus blancos primarios fueron los 
miembros de la izquierda revolucionaria y de otros 
partidos políticos, principalmente del Partido 
Demócrata Cristiano (PDC). 

En el crecimiento de estas organizaciones hubo 
una variedad de grupos secretos que aparecieron y 
desaparecieron. La mayoría actuaron sin nombre y 
de forma ad hoc, pero otros fueron organizados en 
una forma más permanente, como la "Brigada 
Anticomunista Maximiliano Hemández Martínez23• 

b. Gi:-upos dentro de los cuerpos de se­
guridad 

El análisis de la información sobre la estructu­
ra de escuadrones cuyos miembros fueron mili­
tares y policías permite describir un complejo 
nexo entre individuos y unidades de los cuerpos 
de seguridad con las organizaciones civiles ya ca­
racterizadas. La Policía Nacional (PN), la Guardia 
Nacional (GN) y la Policía de Hacienda (PH) 
fueron vinculadas frecuentemente en violentos 
asesinatos, torturas, secuestros y desapariciones. 

Algunas fuentes describen lo (!Ue sucedía 
dentro de la Policía Nacional. Según éstas, la 
Policía Nacional tenía su propio escuadrón, con 
conexiones múltiples con otras estructuras simi­
lares. A diferencia de otros escuadrones, durante 
los primeros ai\os de los 80, la unidad de la Policía 
Nacional habría evitado operaciones de alto perfil. 

La Guardia Nacional está mencionada más 
frecuentemente desde principios de los 80. En su 
interior habría operado un escuadrón vinculado a 
poderosos empresarios, relacionado con otro 

23. Otros escuadrones de la muerte cuasi civiles se identificaron como "Frente Político Anticomunista", "Asociación 
Patriótica Libertad o F.sclavirud", "Brigadas Proletarias Salvadoreñas", "Brigada Anticomunista Salvadoreña", 
"Unión Guerrera Blanca", "Escuadrón de la Muerte (EM)", "Organización para la Liberación del Comunismo", 
"Frente Anticomunista para la Liberación de Centroamérica (FALCA)", "Mano Blanca", "Legión del Caribe". 
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grupo de extrema derecha involucrado en acti­
vidades similares. Miembros de este escuadrón 
estuvieron involucrados en los asesinatos en el 
Hotel Sheraton, en enero de 1981. 

La Policía de Hacienda también se involucró 
en las actividades de los escuadrones de la muerte. 
En materiales examinados por el Grupo Conjunto 
se llegó a describir a la Policía de Hacienda como 
"más allá de toda posibilidad de recuperación24• 

Según las mismas fuentes, los servicios de 
inteligencia (S-2) dentro de las instituciones de se­
guridad fueron, por excelencia, el foco donde se 
realizaba la planificación de operaciones del tipo 
de los "escuadrones de la muene". 

c. Las estructuras dentro de la Fuerza 
Armada 

De acuerdo a la información analizada, desde 
principios de los 80, los "escuadrones de la muer­
te" operaban dentro de los tres cuerpos de segu­
ridad y de varias secciones de la Fuerza Armada. 
Sus acciones fueron apoyadas por altos oficiales 
del ejército. Oficiales que lograron puestos al más 
alto nivel a finales de la década de los 80, estu­
vieron profundamente involucrados en estas acti­
vidades. Ellos y otros mandos medios a su alre­
dedor fueron los mentores de una nueva genera­
ción de oficiales jóvenes involucrados en acciones 
de violencia política y otras actividades ilegales. 

La Primera Brigada de Infantería tuvo un papel 
importante en estas acciones a finales de los años 
80, según amplios sei'lalamientos al respecto en la 
documentación desclasificada. Varias ejecuciones 
sumarias fueron planificadas y ejecutadas por 
elementos de este cuerpo militar. Diversas in­
formaciones senalan al comandante de la Primera 
Brigada en esos ai'los como implicado en el 
reclutamiento, entrenamiento y posible despliegue 
de "escuadrones de la muene" de tipo paramilitar. 

En documentos del Departamento de Estado de 

Estados Unidos también se expresó preocupación 
sobre la Primera Brigada. en particular acerca de 
unidades de las defensas civiles que fueron en 
varias oportunidades percibidas como centros 
potenciales para actividades de los escuadrones. 
En ese cuerpo militar se ubicó particularmente 
una unidad específica de dichas defensas civiles 
conocida como "Los patrióticos". Este grupo 
(apodado "Brigada BMW"), estuvo integrado, 
según la documentación disponible, por entre 
cincuenta y sesenta profesionales de extrema de­
recha, que recibieron entrenamiento militar por 
parte de la Primera Brigada de Infantería, con sede 
en San Salvador25

• Esa unidad no solamente fue 
entrenada, sino que también participó en patrullas 
rutinarias y engrosó la Brigada durante tiempos de 
crisis26

• 

Por las fuentes consultadas, el Grupo Conjunto 
considera que el comandante de la Primera Bri­
gada usó el programa de entrenamiento de su uni­
dad para la defensa civil como cobertura para el 
reclutamiento, entrenamiento y posible despliegue 
de escuadrones de la muerte27

• 

Por otra parte, se reponaron graves violaciones 
de derechos humanos y actividades de los 
escuadrones de la muerte donde aparecen involu­
crados miembros de la Fuerza Aérea. Se informó 
que la Fuerza Aérea utilizó sus helicópteros para 
desaparecer a civiles, "dejándolos caer en masas 
de agua o en áreas inaccesibles"2ll. Esta práctica 
habría sido usada por lo menos desde abril de 
1988, según un cable que obra entre la informa­
ción desclasificada que fue examinada29

• 

d. Involucramiento de otros funcionarios del 
Estado en actividades de grupos ilegales 
armados con motivación política 

Los documentos analizados hacen referencia a 
la protección oficial de la que gozaron los miem­
bros de los "escuadrones de la muerte" ante 
posibles acciones judiciales u otra interferencia 

24. State Oepartment, 11 de abril de 1981, "[tachado] The Soyapango masssacre". 
25. State Department, 29 de octubre de 1990. 
26. Jbidem. 
21. lbidem. 
28. State Department. 24 de mayo de 1989, "helicopter disappearances". 
29. lbidem. 
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gubernamental30• Esta garantía de impunidad era, 
ante todo, resultado de las alianzas políticas y per­
sonales entre funcionarios del Estado y dirigentes 
de los grupos ilegales. Por otra parte, fue evidente 
que funcionarios públicos se abstuvieron de 
efectuar investigaciones o de impulsar juicios31

• 

La documentación desclasificada enfati7.8 que 
"un problema básico en El Salvador es el temor. 
La gente que tiene conocimiento de crímenes de 
los escuadrones de la muerte se queda callada: na­
die se atreve a hablar porque eso implica enfrentar 
un grave peligronn. 

El sistema judicial fue objeto de actos de in­
timidación. Los jueces involucrados en casos 
criminales respondieron más a las amena.zas y al 
soborno que a las evidencias. Ellos fueron fuerte­
mente intimidados por los militares y por el FM­
LN, según se afinna en los documentos anali-
7.ados33• 

Asimismo, la Fuerza Armada demostró no ha­
ber tenido la capacidad para vigilarse a sí misma y 
llevar a cabo cualquier tipo de investigación 
interna. Representa un hecho notorio que la Fuer-
7.8 Armada nunca entregó voluntariamente a nin­
guno de sus oficiales para ser sometido a juicio 
ante tribunales civiles34. 

e. Los escuadrones de la muerte y su rela­
ción con el crimen organizado 

En abril de 1986, salió a la luz pública eviden­
cia que implicó a civiles y militares en una red de 
secuestros y extorsión, cuyo modus operandi se 
asemejaba al utili7.ado por los escuadrones de la 
muerte:i,. 

Después de una minuciosa investigación, la 
Policía Nacional, con el apoyo del FBI y la policía 
venezolana (IVEPO), capturó a un grupo de per­
sonas que se había dedicado a secuestrar a 

30. CIA. 27 de octubre de 1983. 
31. State Department, 3 de octubre de 1988. 
32. State Department, 14 de diciembre de 1983. 
33. State Department, 29 de junio de 1988. 
34. State Department, 2-3 de mayo de 1989. 
35. State Department, 2 de abril de 1986. 
36. State Department, 23 de abril de 1986. 
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empresarios entre los anos 1983 y 1986 para cobrar 
fuertes sumas de dinero a cambio de su libertad. 

Las investigaciones llevaron a la identificación 
de varias personas, Últimamente relacionadas con 
actividades de los denominados "escuadrones", 
algunas de las cuales fueron puestas a disposición 
de la justicia; otras se encuentran aún prófugas. 
Existen infonnaciones concretas que hacen refe­
rencia a la participación de altos miembros del Or­
gano Judicial para obstaculi7.ar el nonnal trámite 
de los procesos36

• 

m. Aproximación al fenómeno investigado por 
el Grupo Conjunto 

1. Caracterimción preliminar 

1.1. Tal como se seflaló en el capítulo ante­
rior, es imprescindible hacer referencia a los 
antecedentes del fenómeno de la violencia con fi­
nes políticos en El Salvador para llegar a tener una 
aproximación adecuada del mismo en la ac­
tualidad. 

Sin embargo, es necesario adelantar que el 
Grupo Conjunto estima que existe en el presente 
una modificación sustancial en la organización y 
el accionar de los grupos armados ilegales con 
motivación política, en relación a lo que puede 
definirse como el modelo "clásico" de sus ope­
raciones en el país, en especial durante los aflos 
ochenta. 

En la actualidad, existen grupos armados ile­
gales, que cometen ejecuciones sumarias, ame­
nazas y otros actos de intimidación por motivos 
políticos. Dichos grupos están confonnados, 
financiados, dirigidos o apoyados por una minoría 
de la sociedad. No obstante, no son fácilmente 
detectables por el temor que generan entre la 
población, o porque obedecen o cuentan con el 
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apoyo o tolerancia de algún agente del Estado. 

1.2. Los cambios en las condiciones políticas 
internas como consecuencia del proceso de paz, la 
presencia de la Misión de Observadores de las 
Naciones Unidas en El Salvador (ONUSAL) y las 
nuevas necesidades en materia de financiamiento 
y cobertura de seguridad, son razones que podrían 
haber obligado a estos grupos a cambiar su forma 
tradicional de operación como paso necesario para 
mantenerse en el nuevo mapa social. 

1.3. La hipótesis precedente obliga a un ade­
cuado análisis integral del problema para no caer 
en el facilismo de las respuestas apresuradas 
cuando se pretende un juicio acerca de la exis­
tencia o inexistencia de los llamados "escuadrones 
de la muerte" en la actualidad. Sin duda, ese no 
puede ser el punlo de partida para el examen de un 
universo de tan dificil comprensión. 

2. Mutación de las estructuras del pasado 

2.1. Para el Grupo Conjunlo es evidente que se 
ha producido un proceso de mutación y atomi­
zación de aquellas estructuras violentislas tradi­
cionales hacia nuevas formas organizalivas, en un 
contexto diferente tanto a nivel nacional como 
regional. 

2.2. Partiendo de las investigaciones realizadas 
puede definirse un panorama actual de violencia 
más complejo y sofisticado del que existía en los 
ai\os previos y luego durante el conflicto armado: 

(a) Así, en el período anterior a los acuerdos 
de paz, la "guerra sucia" mostraba un panorama 
tal vez más trasparente y simple: el objetivo era 
enfrentar la "amenaza del enemigo interno", va­
liéndose de todos los méLodos posibles para 
eliminar físicamente a los opositores reales o 
presuntos, en forma sistemática y con el involu­
cramiento directo de agentes del aparato del 
Estado. Poderosos sectores económicos y políticos 
estaban comprometidos con estos métodos vio­
lentos, en los que confiaban y a los cuales otor­
gaban legitimidad, pues entendían que esa era la 
única forma de defender sus intereses. 

(b) Actualmente, parece que el objetivo 
buscado por los grupos armados ilegales con 
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motivación política tiende hacia la desestabili­
zación del proceso de paz con el que se ha com­
prometido el propio gobierno, la inmensa mayoría 
de los salvadorei'los y sus organizaciones políticas 
y sociales. 

(c) Con ese objetivo, tales grupos parecen 
además perseguir la generación de condiciones que 
favorezcan la militarización del país, la pro­
longación de la presencia de la Policía Nacional, o 
la neuttalización la Policía Nacional Civil. 

(d) Asimismo, estas estructuras pretenden 
generar temor en sectores de la población para que 
no se incorporen o apoyen a partidos políticos u 
organizaciones sociales percibidos por los autores 
intelectuales de eslas actividades criminales como 
una amenaza a sus intereses económicos, políticos 
o a sus concepciones ideológicas. 

(e) Por otro lado, es otra característica del 
presente proceso que las fuerzas que estuvieron 
duramente enfrentadas en el pasado han iniciado 
el difícil camino hacia la convivencia democrática, 
clima que es imprescindible para la estabilización 
social, política y económica del país. 

Si bien sectores del aparato del Estado cargan 
todavía con el peso de la vieja maquinaria de 
impunidad y corrupción que se construyó en 
determinado momento, la acción gubernamental 
parece estar dirigida a Lerminar con esos resqui­
cios del pasado que aún hoy corroen y paralizan el 
accionar de algunas de sus instituciones. 

(1) Sin embargo, y a pesar de los esfuerzos 
ininterrumpidos del pueblo de El Salvador por 
cerrar viejas heridas y avanzar en el proceso de 
tránsito hacia una sociedad esencialmente 
democrática, el Grupo Conjunto tiene elementos 
de juicio como para afirmar que todavía subsisten 
estructuras y personas que persiguen el objetivo de 
minar el proceso pacificador ejemplar por el que 
han optado los salvadorei'los. 

En este orden, el Grupo Conjunto sci'lala que el 
esfuerzo para erradicar la intolerancia en el país, 
una de cuyas facetas es la violencia con fines 
políticos, es una tarea desgraciadamenle aún 
inconclusa, que espera de la voluntad concertada y 
firme de todos los sectores de la sociedad para 
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impulsarla en forma permanente. 

3. Crimen organi1.ado, delincuencia común y 
violencia política 

3.1. El Grupo Conjunto sei'lala que es impo­
sible entender el fenómeno actual de la violencia 
con fines políticos en El Salvador sin una re­
ferencia permanente a la situación de inseguridad 
y criminalidad con alto grado de organización que 
azota al país. 

3.2. El problema del crimen organizado 
enquistado incluso en instituciones del Estado ha 
sido sei'lalado recientemente por el viceministro de 
seguridad pública, quien hizo referencia a la exis­
tencia de estructuras sofisticadas y a un sistema de 
protección bien establecido37

• El presidente de la 
república llegó incluso más lejos al afinnar que 
pudiera existir un vínculo entre crimen organizado, 
escuadrones de la muerte y delincuencia común38• 

3.3. Por varias vías de diferente naturaleza, el 
Grupo Conjunto ha recibido informaciones que le 
permiten fundar la tesis que la violencia política se 
mueve y se mimetiza en el sub mundo del crimen 
organizado y la delincuencia común. 

3.4. En cuanto al crimen organizado, son 
reiteradas las referencias al narcotráfico, el lavado 
de dinero, los secuestros extorsivos y el robo de 
carros, entre otras actividades ilícitas. Esta organi­
zación criminal se perfila como la base económica 
y logística para mantener estructuras potencial­
mente aptas para la consecución de objetivos 
políticos a través del empleo de la violencia. 

3.5. Por su parte, la delincuencia común es te­
rreno fértil para escoger sicarios dispuestos a 
realizar cualquier "trabajo" a cambio de una suma 
de dinero. En ese orden, no puede soslayarse, 
como una consecuencia del conflicto armado que 
conmovió al país, la presencia de un gran número 

37. Diario Lalino, 24 de junio de 1994. 
38. Noticiero "Al Día", Canal 12, 1 de julio de 1994. 

de personas formadas exclusivamente para la 
guerra. que arrastran todavía los traumas de una 
época brutalmente violenta, y que no encuentran 
ubicación en el proceso iniciado a partir de los 
acuerdos de paz. 

3.6. Parece razonable sostener que es impo­
sible que estructuras criminales organizadas como 
las que actúan en el presente puedan sobrevivir sin 
la cobertura que les brinden algunos miembros de 
alta en los cuerpos de seguridad, situación que se 
puso de relieve recientemente en el sangriento 
atraco a un camión blindado frente a una institu­
ción bancaria 

Asimismo, el sistema judicial, por acción u 
omisión, sigue brindando los márgenes de 
impunidad que esas estructuras necesitan. Eviden­
temente, esta situación está dando muestras po­
sitivas de superación, a partir de la instalación del 
Consejo Nacional de la Judicatura, y se espera que 
los avances sean aún mayores con la asunción de 
la nueva Corte Suprema de Justicia. 

En el mismo sentido, el volumen de las 
operaciones de estas organizaciones criminales 
deja entrever el involucramiento de sectores que 
manejan fuertes cantidades de dinero, sin perjuicio 
del conocido "delito de cuello blanco", cuyo com­
bate siempre resulta de difícil abordaje por el 
sistema judicial-policial, en la me.dida que se ne­
cesita enfrentarse a poderosos intereses39• 

3.7. Como indicativo de los puntos subrayados 
anteriormente, algunas cifras que reflejan el mapa 
criminal durante el desarrollo del mandato del 
Grupo Conjunto resultan alarmantes: 

(a) Durante el aflo 1993, se realizaron por lo 
menos seis operativos de gran envergadura en 
relación con el narcotráfico. En los mismos se 
decomisaron miles de kilogramos de cocaína. 
Según la División Antinarcotráfico de la Policía 

39. Según una encuesta de la empresa Gallup, realizada en mayo de 1994, recogida por El Diario de Hoy, el 20 de 
junio de 1994, el 63 por ciento de las personas entrevistadas cree que en las instituciones del Estado hay 
malversación de fondos. Más preocupante aún es que la misma encuesta refleja una total falta de confianza por 
parte de la población en las instituciones oficiales, al señalarse que el 86 por ciento de los encuestados mani­
fiesta que, de conocer un caso de corrupción, no lo denunciarían. 
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Nacional Civil (ex U.E.A.), se lograron descubrir 
cuatro operaciones que involucraban a narcotra­
ficantes internacionales y dos operaciones reali­
zadas por salvadorei'los. Sin embargo, los nombres 
de los autores intelectuales de estos delitos nunca 
fueron revelados públicamente. 

(b) El lavado de dinero sigue siendo una realidad 
no debidamente abordada hasta el momento. Sin 
embargo, existen fundadas sospechas sobre el origen 
del dinero que se invierte en diversas actividades en 
varias zonas del país, situaciones hasta la fecha 
fuera de toda investigación estaJal. 

Por otra parte, han salido a la luz reciente­
mente otros delitos de tipo económico de gran en­
vergadura, como la estafa a gran escala cometida 
en el caso FOMIEXPORT. 

(c) En cuanto al creciente robo de vehículos 
por bandas organizadas, la gravedad de la situa­
ción es públicamente conocida y sufrida por 
decenas de salvadorei'los, existiendo indicios res­
pecto a la participación en estos hechos de miem­
bros de alta de los cuerpos de seguridad. 

La red de robacarros está ampliamente exten­
dida en la región, abarcando incluso geográfica­
mente zonas de Estados Unidos hasta Colombia. 
Hay indicios para sostener la vinculación de esta 
actividad localmente con algunas acciones de 
violencia política. 

Según el actual viceministro de seguridad 
pública, recientemente se encontraron en Guatemala 
más de una decena de vehículos salvadorei'los 
previamente robados, matriculados con placas 
hondurei'las, saliendo en un barco de carga hacia 
Colombia40

• Durante el transcurso del ai'lo 1992 se 
reportaba el robo de entre 30 y 40 vehículos diarios, 
de los cuales el 40 por ciento fue llevado fuera del 
país y otro 40 por ciento desmantelado. 

(d) El contrabando de armas sigue siendo una 
realidad en la región. En El Salvador se han detec­
tado recientemente organizaciones delincuenciales 

40. TCS enlrevista, 28 de junio de 1994. 
41. El Diario de Hoy, 16 de abril de 1994. 
42. La Prensa Gráfica, 23 de mayo de 1994. 
43. La Prensa Gráfica, 10 de octubre de 1993. 
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dedicadas a este tipo de actividades, en las cuales 
se involucra a particulares y a miembros de la 
Fuerza Armada, algunos aún de alta. 

(c) Los asaltos a camiones blindados transpor­
tadores de valores y a instituciones bancarias, con el 
penoso resultado de varias víctimas mortales, 
demuestran la existencia de una organización que 
maneja información, técnicas y armamento de 
guerra adecuados para la consecución de sus 
objetivos. Como antes se sei'laló, recientemente se 
ha involucrado a miembros de ex cuerpos de se­
guridad y a oficiales de alta en la Policía Nacional 
en estos operativos. En este orden se evalúa como 
positiva la actuación del Organo Ejecutivo, en 
cuanto a la disolución del cuerpo de investigadores 
de la Policía Nacional, y el adelantamiento de la 
total desmovilización de este cuerpo de seguridad. 

(f) Frente a la situación de violencia delincuen­
cia! anteriormente sintetizada, la actuación del 
Estado a través de su Organo Judicial sigue siendo 
inadecuada. En los últimos ai'los se ha denunciado 
cómo la ineficacia, la corrupción y la politi7.ación 
se enquistaron en varios sectores del Organo 
Judicial. A consecuencia de esto, entre otras cosas, 
se contabilizan actualmente 137,000 casos pen­
dientes de resolución judicial41

, al tiempo que el 
74.8 por ciento de las 5,864 personas encarceladas 
permanece sin condena42 en establecimientos de 
reclusión con condiciones inhumanas, donde se 
repiten motines, asesinatos y hasta masacres. 

Como contra cara de esa realidad -y tal vez 
como consecuencia de la misma- entre 1980 y 
septiembre de 1993 fueron asesinados 35 jueces 
en el país43

• 

4. La responsabilidad del Estado y la segu­
ridad pública 

4.1. En el análisis del fenómeno investigado, y 
sin perjuicio de las referencias sobre este mismo 
punto realizadas anteriormente, no puede dejar de 
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reiterarse la referencia a la responsabilidad que le 
cabe a las instituciones oficiales en el manteni­
miento del clima de inseguridad generado por 
acciones de violencia políticamente motivada 

4.2. El Grupo Conjunto asimismo vuelve a 
seftalar que evalúa positivamente los esfuerzos 
actuales realizados por el Estado salvadorefto por 
dotar a su accionar de un mayor contenido garan­
tista. Sin embargo, persisten situaciones que re­
claman IDl8 urgente solución, con el fin de dotar a 
las instiwciones nacionales de un perfil traspa­
rente, que genere en la ciudadanía una fundada 
confiama en las mismas. 

4.3. Es altamente positivo el cambio que se 
aprecia en materia de políticas de seguridad pú­
blica, con el impulso que le ha otorgado la Policía 
Nacional Civil a sus actividades, situación que 
mejorará cuando haya completado su despliegue 
en todo el territorio nacional. Una de las mayores 
garantías para la real vigencia de los derechos 
humanos en cualquier país es la actuación de un 
cuerpo policial comprometido con el estricto 
respeto a la ley, que tenga como contrapartida el 
respeto de la ciudadanía hacia su policía. En este 
sentido, es necesario que la Policía Nacional Civil 
continúe perfeccionando sus mecanismos de 
contralor interno para la prevención y eventual 
represión de cualquier conducta de sus funciona­
rios atentatoria contra el ordenamiento jurídico. 

4.4. Asimismo, en el fenómeno investigado 
siguen apareciendo referencias a la participación 
de miembros de la Fuerza Armada en actividades 
ilícitas. Especialmente resulta preocupante 
encontrar elementos de juicio razonables como 
para sostener que las actividades de inteligencia 
militar dirigidas a la jurisdicción interna del 
Estado continúan desarrollándose por parte de 
algunas unidades. No se ha puesto la suficiente 
atención al uso de los aparatos de inteligencia de 
la Fuena Armada y de las fuerzas de seguridad, 
de modo que se garantice el uso exclusivo de la 
inteligencia militar para la prevención de hechos 
que amenacen la soberanía nacional provenientes 
de un enemigo externo. 

A partir de las reformas originadas en los 
acuerdos de paz, las actividades de inteligencia 
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son de exclusiva responsabilidad del Organismo 
de Inteligencia del Estado, directamente depen­
diente de la presidencia de la república Por lo 
tanto, el Estado salvadorefto debe tomar los re­
caudos necesarios, en forma inaplazable, para que 
la situación verificada sea corregida, y se someta 
una actividad tan delicada y riesgosa para la se­
guridad de los ciudadanos, como lo son las tareas 
de inteligencia, a los debidos controles. 

4.5. Si bien el Grupo Conjunto no ha encontra­
do indicios para afirmar que la existencia de estos 
grupos ilegales obedezca a una política de Estado, 
esto no quiere decir que los mismos sean to­
talmente ajenos al aparato estatal, ya que, como 
antes se destacó, se han recogido elementos que 
seftalan como integrantes de esas estructuras clan­
destinas a miembros de alta en la Fuerza Armada 
y la Policía Nacional, o a personas que ocupan 
cargos públicos. Asimismo, puede afirmarse que 
algunas de estas actividades ilegales estarían di­
rigidas, apoyadas, encubiertas o toleradas por 
miembros de la institución castrense, policial, del 
órgano judicial o municipal. 

En el mismo sentido, parece haber existido de­
bilidad para investigar y sancionar a estos agentes 
estatales presuntamente involucrados en delitos 
políticamente motivados y en el crimen organizado. 

Actualmente, se destaca que el gobierno ha 
manifestado una disposición muy seria de 
combatir la violencia políticamente motivada y el 
crimen organizado. Para ello cuenta con decisión 
política y con un nuevo cuerpo policial, la Policía 
Naci~al Civil, dotado de una nueva mística, por 
lo que existen altas probabilidades que en adelante 
sea más efectiva la persecución de este tipo de 
delitos. 

S. Atomización o regionalización de la violencia 
política 

5.1. El mapa de la de violencia políticamente 
motivada presenta especiales caracteres según se 
atienda a lo que sucede en zonas rurales y urbanas 
del país. 

5.2. Así, en áreas rurales existen bandas fuerte­
mente armadas, que lucen uniformes militares y 
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cuentan hasta con sistemas de comunicaciones 
portátiles. Entre sus miembros aparecen ex 
miembros de la Fuena Armada. ex miembros de 
las defensas civiles y cuerpos de seguridad y 
desmovilizados del FMLN, a quienes se suman 
personas con antecedentes como delincuentes 
comunes. Vinculados a estas estructuras aparecen 
efectivos de alta en la Fuerza Armada y la Policía 
Nacional, ciudadanos que ocupan cargos políticos, 
miembros del órgano judicial y parúculares con 
gran poder económico local. 

5.3. En las zonas urbanas, las bandas delin­
cuenciales aparecen involucradas con el robo de 
vehículos, el tráfico de drogas, y a otras acciones 
delincuenciales que exigen un alto grado de 
organización y formación. Estas mismas organiza­
ciones, bien armadas, pueden constituirse en el 
brazo ejecutor de aquellas estructuras que preten­
den seguir apelando a la violencia como medio 
hábil para solucionar diferencias políticas. 

Del resultado de las investigaciones realizadas 
por el Grupo Conjunto surgen, asimismo, indicios 
respecto a la participación de miembros de los 
antiguos cuerpos de seguridad -algunos aún de 
alta- en estas estructuras, como autores in­
telectuales o materiales de acciones criminales, o 
como cómplices o encubridores de los mismos 
hechos. 

6. Victimología 

6.1. La victimología de la violencia política 
tiene también características especiales en relación 
con diferentes zonas del país. 

6.2. En el área rural, el occionar de las estruc­
turas ilegales analizadas se dirige, fundamental­
mente, a la defensa de intereses tradicionales lo­
cales, los que se pretende podrían verse lesionados 
ante la nueva coyuntura política y social que se 
comenzó a consolidar a partir de los acuecdos de 
paz. De esta forma, las víctimas de la violencia 
(en forma de ejecuciones sumarias, amenazas de 
muerte u otros actos de amedrentamiento) son 
dirigentes políticos o sociales locales, y, mue~ 
veces, ciudadaDM sin mayores responsabilidades 
en sus respectivas organizaciones, pero que 
aparecen como "puntos de referencia" para los 
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vecinos de su localidad. De esta forma se genera 
una sensación de temor e inseguridad que paraliza 
cualquier iniciativa que, en principio, pueda 
enfrentarse a esos intereses tradicionales. 

6.3. En el mismo orden, al trasladarse el 
examen a las áreas urbanas, se percibe una victi­
mología más selectiva. La violencia con fines po­
líticos se dirige, en estos casos, fundamentalmente 
contra personas con responsabilidades relevantes 
en sus respectivas organizaciones, o con antece­
dentes de participación en el conflicto armado. 

La desestabilización política del proceso de 
paz aparece en estos casos como el objetivo direc­
tamente perseguido. Los autores de los atentados 
se mueven con seguridad, dando muestras de una 
gran organización y planificación. A partir de las 
investigaciones realizadas por el Grupo Conjunto 
puede sostenerse que existen indicios claros 
respecto a la vinculación de los autores materiales 
de estos hechos criminales -de evidente motiva­
ción política- con la delincuencia organizada, 
según antes se adelantó. 

No puede obviarse en este punto la referencia a 
las amenazas de muerte que se hicieron públicas, 
verificadas luego de celebrados los acuerdos de 
Paz, cuyo registro se recoge en el Anexo No. 5. 
Esas acciones siguen generando un preocupante 
clima de inseguri~ y recelo en la población, y 
reflejan la intención de individuos o grupos que 
siguen buscando generar la inestabilidad del proceso 
de paz, apelando a la intimidación y el terror. 

6.4. La "violencia privada", cuyo objetivo se 
encuentra en motivaciones personales o venganza, 
es otro ingrediente que no puede dejarse de lado 
en la comprensión cabal del fenómeno anali7.ado. 
En este aspecto, el Grupo Conjunto observa con 
preocupación que el acudir al empleo de medios 
violentos es una opción que aún se considera 
válida por algunos ciudadanos en el momento de 
solucionar sus diferencias con oponentes políticos. 
Evidentemente esta situación responde a una ética 
violentista que tiene sus orígenes en décac:las de 
enfrentamiento entre los salvadoreftos. que llegó a 
su punto más dramático durante el conflicto 
armado. De esta forma, la intolerancia sigue ga­
nando víctimas, y la misma se ve reflejada basta 
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en acciones individuales de ciudadanos que no 
responden a ningún grupo ni estructura clandestina, 
sino simplemente a su propia decisión personal. 

IV. Indicios sobre la existencia de grupos ar­
mados ilegales con motivación política en el 
período abarcado por el mandato del grupo 
conjunto 

El Grupo Conjunto estimó procedente dirigir el 
proceso de investigación sobre la existencia de 
grupos armados ilegales con motivación política 
durante el período abarcado por su mandato en 
dos sentidos: 

(a) Por un lado, siguiendo el método inductivo, 
centró su atención en los casos verificados a parl.ir 
del 16 de enero de 1992 que le fueron presentados. 
El Grupo Conjunto trabajó sobre casos en los que 
se constataron atentados contra la vida y la segu­
ridad física, amenazas de muerte y actos de intimi­
dación contra miembros de organizaciones polí­
ticas y sociales, militares y ex militares, en los 
cuales existen indicios que permiten presumir una 
motivación política; 

(b) Por otro lado, aplicando el método deduc­
tivo, el Grupo Conjunto trabajó sobre información 
existente acerca de estructuras clandestinas, 
previamente identificadas, integradas por panicu­
lares y funcionarios públicos (civiles y militares), 
cuyo accionar prima facie parece perseguir 
móviles políticos, sin perjuicio que se mimetice o 
se desarrolle en forma no excluyente con acciones 
dirigidas a objetivos meramente delincuenciales. 

Asimismo, analizó la posible responsabilidad, 
por acción u omisión, de miembros de institu­
ciones del Estado que, por su posición, contri­
buyen o facilitan la operación de estas organiza­
ciones ilegales. 

Las investigaciones realizadas, dentro del 
estrecho marco de las facultades otorgadas al Gru­
po Conjunto a partir de su mandato, han permitido 
identificar a varias personas presuntamente in­
volucradas en actos de violencia política. No 
obstante, los elementos de prueba que pudieron 
ser recogidos no constituyen plena evidencia, y 
por lo tanto, impiden al Grupo Conjunto -por 
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obvias razones- imputar públicamente respon­
sabilidades personales, allí donde no se han rea­
lizado las diligencias judiciales que lo habilitan. 
Esta situación se presenta diferente en aquellos 
casos donde el Organo Judicial ha iniciado las ac­
tuaciones correspondientes. 

Sin embargo, y de acuerdo a las facultades del 
Grupo Conjunto, en el mismo acto de entrega de 
este informe y en forma reservada, el desarrollo 
tolal de sus investigaciones, incluyendo los nom­
bres de las personas identificadas y la documen­
tación obtenida, es puesto a disposición del presi­
dente de la república, del viceministro de segu­
ridad pública y del fiscal general de la república 
para que se continúen y profundicen las investiga­
ciones realizadas. Al mismo tiempo, se entregan 
las informaciones referidas a la Procuraduría para 
la Defensa de los Derechos Humanos y a la Mi­
sión de Observadores de las Naciones Unidas en 
El Salvador (ONUSAL), a los efectos de la 
supervisión y verificación correspondientes. 

l. Patrones para el proceso de investigación 

1.1. Casos 

El trabajo de investigación encontró su marco 
en las definiciones conceptuales, criterios técnicos 
y procedimientos objetivos derivados de las 
normas, principios y prácticas del sistema uni­
versal de protección de los derechos humanos, que 
dan fundamento para sostener en qué casos existen 
los elementos de juicio suficientes para sostener 
que el hecho criminal que se investiga es polí­
ticamente motivado. 

En este marco, y especialmente para la inves­
tigación de los casos denunciados, se atendió 
fundamentalmente a un patrón que recogiera los 
siguientes elementos: 

(a) El perfil de la víctima, atendiendo a aque­
llas personas que, por sus antecedentes y sus 
actividades presentes, pueden sei\alarse como 
objetivo potencial de acciones de violencia con fi­
nes políticos. 

Para esta calificación, se analizó la vinculación 
de la víctima con: (a) actividades sociales y 
politicas; (b) actividades en relación directa con el 
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pasado conflicto armado (con especial énfasis en 
los casos de militares de alta o en situación de 
retiro, ex combatientes del FMLN y civiles con 
algún tipo de responsabilidad específica durante la 
guerra); (c) la posible actividad delincuencial, en 
los casos que se sospecha existió como móvil la 
"limpieza social" o "justicia privada". 

(b) El modus operandi seguido por los he­
chores, cuando éste permite detectar la actuación 
de grupos de personas organizados, fuertemente 
armados y que aclúan clandestinamente. 

En este aspecto, se centró la atención en los 
siguientes datos objetivos: (a) indicios de 
planificación previa y logística adecuada para la 
ejecución del atentado; (b) tipo de armamento 
utilizado; (c) utilización de máscaras o uniformes; 
(d) senales que apuntan a la reivindicación del he­
cho criminal por parte de algún grupo organizado 
(volanLes, inscripciones u otro tipo de mensaje); 
(e) en los casos que pudo lograrse la identificación 
de los auLOres del atentado, su vinculación actual o 
pasada con cuerpos de seguridad, con la ex 
guerrilla o con el crimen organizado (a título de 
ejemplo: bandas de "robacarros", contrabando de 
armas, narcotráfico). 

(c) La impunidad de los autores de los hechos 
criminales investigados, originada en la inexisten­
cia o ineficacia del sistema de investigación 
policial y judicial. 

Al respeclo, se evalúa la acluación de los órga­
nos auxiliares y del Organo Judicial, en cuanto a 
la celeridad de las invesLigaciones, la adecuación 
de las pericias dispuesLas, la forma en que se re­
coge la prueba testimonial y. en los casos en que 
se senala la responsabilidad de un presunto im­
plicado, así como el sei\alamienlo de un móvil 
determinado, la consistencia de los elementos de 
juicio a la luz de los principios inLemacionalmente 
reconocidos a esos efectos. 

De conformidad con lo antes sei\alado, el 
Grupo Conjunlo eslá en condiciones de concluir 
que la motivación política se podría presumir en 
aquellos casos en que estos tres elementos conflu­
yen. Más aún cuando no se aportan evidencias 
razonables que permitan sostener el móvil común 
en la realización del crimen. 
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Con fundamento en el deber de garantía., es 
exigible al Estado la investigación eficiente y la 
posterior sanción de los autores en todos los casos 
en que se transgrede el orden jurídico. Ese deber 
se torna específico cuando se está frente a hechos 
en los que aparecen elementos de juicio razona­
bles para sostener su motivación política 

En la actual coyuntura que atraviesa el país, de 
transición hacia un pleno estado de derecho luego 
de décadas durante las cuales la violación de los 
derechos humanos fue sistemática, y atendiendo a 
los graves antecedentes sobre el accionar de 
grupos armados ilegales con motivación política 
en el pasado reciente, las instituciones permanen­
tes del Estado deben conducir un proceso 
sistemático de investigación, con medios humanos 
y técnicos adecuados, que haga frente a la in­
seguridad, individualice responsabilidades y se 
proyecte a procesos judiciales en los que se 
sancione a los responsables. 

Los casos que se incorporan en este capítulo y 
en los anexos respectivos, constituyen un dramático 
daLO de la realidad, cuya sola apreciación genera una 
sospecha fundada en cuanto a que el recurso a la 
violencia con el fin de obtener resultados políticos, 
aún no ha sido erradicado en el país. 

Desde el inicio de su mandato, el Grupo Con­
junto trabajó a partir de un amplio universo de 
casos que le fuera proporcionado por la Procura­
duría para la Defensa de los Derechos Humanos; 
la División de Derechos Humanos de la Misión de 
Observadores de las Naciones Unidas en El 
Salvador (ONUSAL); organizaciones no guberna­
mentales de derechos humanos; organizaciones 
políticas y sociales y por particulares. 

El Grupo ha sido extremadamente prudente en 
el análisis de la información presentada respecto a 
cada uno de los varios centenares de casos que 
llegaron a su conocimiento. Se realizó una primera 
selección atendiendo a aquellos en que los tres 
elementos predefinidos se planteaban más nítida­
mente. Posteriormenle, dentro de los márgenes 
que permitía el lapso asignado para la culminación 
de su mandato, el Grupo ConjunLO profundizó las 
investigaciones, procediendo a una segunda 
selección en la que opLó por aquellos casos donde 
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los elementos de juicio eran sustanciales para 
sostener conclusiones debidamente fundadas. 

Como se reitera en el presente informe, la 
violencia políticamente motivada puede en la 
época actual no mosttarse con rasgos tan definidos 
y específicos como en los anos previos y durante 
el conflicto armado. Se advierte en varios casos el 
encubrimiento del móvil real en el hecho criminal 
con supuestas acciones propias de la delincuencia 
común u organizada, lo cual no parece extrafto en 
la medida que, según las infonnaciones recogidas, 
son muchas veces delincuentes comunes los 
brazos ejecutores de los atentados, quienes, al 
mismo tiempo, recogen su "botín de guerra" pr~ 
cediendo al robo de objetos de valor de la víctima 

El análisis del universo de casos que se man­
tuvo luego del minucioso proceso de selección 
indicado, pennite al Grupo Conjunto sostener que 
hay actualmente suficiente evidencia acerca de la 
existencia en El Salvador de la voluntad de 
recurrir al empleo de medios violentos con fines 
políticos. 

1.2. Estructuras 

Más allá de los casos específicos recogidos y 
con fundamento en los elementos de juicio obte­
nidos en sus investigaciones, el Grupo Conjunto 
está en condiciones de afirmar que hay indicios 
serios sobre la existencia actual de estructuras ile­
gales armadas, que operan en la clandestinidad, 
con amplia capacidad logística, económica y 
política, integradas por particulares y dependientes 
del Estado (civiles y miembros de las fuenas de 
seguridad). 

Estas esb1lcturas muesb'an un importante nivel 
de organización, tanto a nivel urbano como rural. 
Del análisis de las mismas puede concluirse que 
poseen la suficiente capacidad como para perma­
necer en estado latente y activarse en la coyuntura 
que estimen adecuada, utilizando medios violentos 
para la consecución de objetivos políticos. Como 
se ha dicho, se percibe la integración de estos 
grupos a complejas redes del crimen organizado, 
de forma tal que en su accionar parecen conci­
liarse operaciones políticamente motivadas con 
aquellas que persiguen fines delincuenciales 
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comunes. 

El Grupo Conjunto ha centrado preferentemen­
te sus investigaciones en departamentos del in­
terior del país, donde se han recogido indicios de 
la existencia de ciertos grupos que operan local­
mente, y en los cuales se ha detectado la parti­
cipación de personas vinculadas con el accionar de 
los llamados "escuadrones de la muerte" en el 
pasado reciente, así como de la Fuena Annada y 
algunos integrantes de estructuras locales del 
partido de gobierno. 

Estos grupos, además, controlarían grupos de 
personas armadas, integrados por ex miembros de 
la Fuena Armada, la defensa civil, la Guardia 
Nacional, la Policía de Hacienda y ex combatien­
tes del FMLN. Estos grupos estarían en perfectas 
condiciones logísticas y operativas para activarse 
cuando se estime necesario. 

En forma paralela, las estructuras sefialadas 
manipularían las instiUJciones oficiales a nivel local. 

Sus objetivos políticos se concretarían en actos 
de intimidación y amenazas hacia la población 
local, llegando inclusive a la eliminación física de 
personas a las que se juzga como contrarias a los 
intereses que estas organizaciones ilícitas per­
siguen, generando de esa fonna el clima de terror 
e inseguridad necesario para su subsistencia. 
Asimismo, sus objetivos económicos están di­
rigidos hacia la obtención de medios para fi­
nanciar sus actividades, sin dejar de lado el mismo 
lucro personal. 

Partiendo de los elementos previamente iden­
tificados, el Grupo Conjunto estima que las con­
diciones necesarias para la sobrevivencia de 
grupos armados ilegales con motivación política y 
estructuras del crimen organizado son complemen­
tarias, pues los objetivos pueden, fácilmente, 
trasladarse de uno a otro campo de acción. 

Esas condiciones se relacionan con la cola­
boración y/o tolerancia de miembros de algunas 
instituciones del Estado, que brindan cobertura, 
garantías de impunidad y hasta apoyo logístico y 
operacional a esas estructuras ilegales; con un 
ambiente de corrupción gencraliz.ado en algunos 
sectores de la sociedad; y con el temor y la 
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desconfianza en ciertas instituciones que aún 
persiste en gran parte de la población. 

La metodología seguida por el Grupo Conjunto 
en su proceso de investigación de las referidas 
estructuras se desarrolló en diversas fases: 

- inicialmente, la tarea se centró en la obtención 
de una plataforma de información preliminar, 
que se concretó en la consecución de variadas 
fuentes que sirvieran de apoyo a las informa­
ciones, indicios o evidencias que pudieran 
conocerse; 

- luego, se procedió a trabajar en el terreno en 
base a las informaciones recogidas, actividad 
que permitió acceder a nuevas y más comple­
tas fuentes de información; 
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- finalmente, se recogió el resultado de las 
investigaciones realizadas dentro de los límites 
del mandato, las que constituyen, a juicio del 
Grupo Conjunto, un cúmulo de indicios serios 
para sentar las bases de un proceso investiga­
tivo que debe realizarse contando con las ne­
cesarias facultades legales, en el plano judicial 
y policial. 

Los elementos recogidos por el Grupo Con­
junto en esta investigaciones surgen a partir de 
contactos realizados con la Procuraduría para la 
Defensa de los Derechos Humanos; funcionarios 
judiciales y de la Policía Nacional Civil; partidos 
políticos; organizaciones no gubernamentales; 
iglesias; testimonios de particulares y afectados; 
fuentes confidenciales y ONUSAL. 
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